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niveles de garantía que en su dos apartados exige
el arto 24 de la Constitución que consagra el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva».

4. En ese caso, precisamente el Auto impugnado
desestima la pretensión del ProCurador de que los hono­
rarios reclamados por el Letrado fueron indebidos por
resultar pagados mediante la retribución mensual que
había pactado éste con el Banco a quien el Procurador
representaba, comprensiva de una genérica y continuada
prestación de servicios profesionales. Y basaba esta deci­
sión en que las pruebas aportadas no acreditaron el pago
de los honorarios reclamados en la jura de cuentas por
no poderse induir en la retribución mensual estipulada
y por tanto entenderse con ellos pagados. que era lo
que constituía el fundamento de la alegación de hono­
rarios indebidos.

Decisión fundada en las pruebas aportadas, que este
Tribunal no puede revisar y que, no resultando arbitraria
ni manifiestamente irrazonable puesto que interpreta y
aplica las normas procesales citadas, no infringeelart.
24, ya que el recurrente pudo aportar las pruebas que
estimó pertinentes y que el Tribunal .valoró en los tér"
minos de la discusión posible según la Sentencia
citada 110/1993.

Procede, en consecuencia. desestimar ,el recurso de
amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada ,en Madrid, a veintisiete de enero de mil nove­

cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Julio Diego Gon­
zález Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia, 13/1997, de 27
de enero de 1997. Recurso de amparo
1.487/1995. Promovido por el Sindicato
Federal de Ferroviarios de la Confederación
General del Trabajo contra Sentencia del Juz­
gado de lo Social núm. 1 de Lugo dictada
en autos sobre elecciones sindicales. Vulne­
ración del derecho de libertad sindical: inter­
pretación judiéial restrictiva del. art. 71.2, a),
E. T., lesiva del derecho (subsanabilidad de
defectos de candidaturas electorales).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos,don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados, ha pro'nunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.487/95 promovido
por el Sindicato Federal de Ferroviarios de la Confede­
ración General del Trabajo, representado por la Procu-

radora de los Tribunales doña Valentina López Valero
y asistido del Letrado don José Gabriel Antón Fernández,
contra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1
de Lugo, de 24 de marzo de 1995, dictada en autos
sobre elecciones sindicales. Han comparecido, además
del Ministerio Fiscal. la Red Nacional de los Ferrocarriles
Españoles (RENFE), representada por la Procuradora
doña María Teresa de las Alas Pumariño Larrañaga y
asistida del Letrado don Fernando Rodríguez Holgado
y la Federación Sindical Estatal del Transporte, las Comu­
nicaciones y el Mar de CC.OO. (FETCOMAR-CC.OO.),
representada por el Procurador don Angel Martín
Gutiérrez y asistida del Letrado don Juan Durán Fuentes.
Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando García-Mon
y González-Regueral. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

. 1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el día 22 de abril de 1995 ..,.-registrado en este
Tribunal el 25 siguiente- la Procuradora de los Tribu­
nales doña Valentina López Valero, en nombre y repre­
sentación del Sindicato Federal de Ferroviarios de la Con­
federación General del Trabajo, interpuso recurso de
amparo. contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 1 de Lugo de 24 de marzo de 1995.

2. La demanda presentada se basa en los siguientes
hechos:

a) Para las elecciones a órganos de representación
unitaria entre los trabajadores de RENFE de la provincia
de Lugo, la Mesa Electoral elabaró un calendario elec­
toral del que importa destacar los siguientes datos tem­
porales: Del 28 de enero de 1995 a las veinticuatro
horas del día 6 de febrero, plazo de presentación de
candidaturas; 7 y 8 de febrero. proclamación provisional
y publicación de candidaturas; 9 de febrero. reclama­
ciones contra las mismas; 10 de febrero. resolución de
las reclamaciones y proclamación definitiva de can­
didaturas.

El día 2 de febrero de 1995 el Sindicato ahora
recurrente presentó completa su candidatura integrada
por 13 miembros. El día 6 de febrero, fecha en que
finalizaba el plazo de presentación de candidaturas, dos
de los candidatos comparecieron ante la Mesa Electoral
para formalizar su renuncia a formar parte de la misma.

b) Al día siguiente CC.OO. presentó reclamación
ante la Mesa solicitando se declarase nula la candidatura
por hallarse incompleta. La reclamación fue desestimada
por el Presidente de la Mesa Electoral en resolución dé 8
de febrero de 1995, notificada al reclamante a partir
del día 9.

El día 13 inició el procedimiento arbitral impugnando
el Acuerdo de la Mesa y por laudo de 20 de febrero.
suscrito por dos árbitros. se declaró la nulidad de la
candidatura presentada por la CGT e indebidamente pro­
clamada por la Mesa Electoral. En la comparecencia pre­
via presidida por sólo uno de los árbitros, CC.OO. ratificó
su impugnación, la Mesa Electoral y la CGT presentaron
por escrito sus alegaciones y se incorporó la documental
aportada.

c) Contra la decisión arbitral el ahora recurrente for­
muló demanda ante la jurisdicción laboral, que fue deses­
timada por Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1
de Lugo de 24 de marzo de 1995. La Sentencia, no
obstante destacar que la excepción de caducidad por
haberse impugnado extemporáneamente el Acuerdo de
la Mesa, y la impugnación de la designación de uno
de los árbitros, constituían hechos nuevos introducidos
por vez primera en el acto del juicio y, por tanto. pre­
tensiones rechazables de plano. razonó que el escrito
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impugnatorio se presentó dentro del plazo previsto
en los arts. 76.5 del E.T. y 38.1 del Real Decre­
to 1.844j1994, pues «el más elemental principio de
seguridad jurídica obliga a interpretar estos preceptos
en el sentido de que el dies a qua que debe jugar para
el comienzo del plazo de los tres días ha de ser el de
la notificación al impugnante de la resolución adoptada»
(fundamento de Derecho primero).

«En cuanto a la cuestión de fondo objeto del liti­
gio, ésta consiste sustancial y básicamente en la inter­
pretación que ha de darse al art. 71.2, a), del ET
y art. 8.3 del Real Decreto 1.844/1994... A juicio del
Sindicato demandante el número de candidatos presen­
tados era superior al 60 por 100 (se presentaJOn 11
para cubrir 13 puestos) y consiguientemente no cabría
la anulación de la candidatura; es cierto que el número
de candidatos era superior al 60 por 100 pero de una
correcta interpretación del precepto transcripto resulta
indiscutible que las candidaturas deben contener como
mínimo tantos nombres como puestos a cubrir en el
momento de finalización del plazo de presentación de
candidaturas... La Ley autoriza la concurrencia de los
Sindicatos a los procesos electorales aun cuando el
número de candidatos sólo alcance el 60 por 100 de
los puestos a cubrir, pero esta posibilidad se prevé para
supuestos de renuncia "antes de la votación", no antes
de la finalización del plazo de presentación de candi­
datos...; pues resulta lógico y razonable que cualquier
renuncia anterior a dicho plazo puede solucionarse sus­
tituyendo por otra persona al candidato renunciante...»
(fundamento de Derecho segundo).

3. La demanda de ampáro imputa ala expresada
Sentencia haber infringido los arts. 24.1 y 28.1 de
la C.E. En cuanto al primero se suscita una doble queja.
De un lado, la inadmisión de la excepción de caducidad
coloca al recurrente en situación de inseguridad jurídica
y de indefensión. El juzgador padeció un error en el cóm­
puto del plazo de caducidad, como consecuencia de la
improcedente interpretación del art. 76.2 y 5 y la mani­
fiesta inaplicación de los arts. 30 y 38 del Real Decre­
to 1.844/1994, pues sin duda cuando se presentó el
escrito de impugnación la acción estaba caducada. Y
por tal error el recurrente ha sido excluido de participar
en el proceso electoral. .

De otro. se emitió un laudo arbitral por un árbitro
que no participó en la preceptiva comparecencia
(arts. 76.6 del E.T. y 41 y 42 del referido Real Decreto).

Respecto del arto 28.1 C.E.. se aduce que la renuncia
de candidatos no determina la nulidad de la candidatura
si se mantiene un mínimo del 60 por 100 [arts. 71.2, a),
del E.T. y 8.3 del Real Decreto 1.844/1994].

Interesa, por ello. se declare la nulidad de la Sentencia
recurrida y del laudo arbitral. ordenando repetir el pro­
ceso electoral desde la exclusión de la CGT.

4. La Sección Tercera en providencia de 22 de mayo
de 1995 acordó, conforme determina el art. 50.5 LOTC.
conceder al recurrente un plazo de diez días para acre­
ditar fehacientemente la fecha de notificación de la reso­
lución impugnada y haber invocado ante la jurisdicción
ordinaria el derecho constitucional que estima vulnerado.

Cumplimentado el requerimiento, la Sección por pro­
videncia de2 de octubre de 1995 acordó admitir a trá­
mite la demanda de amparo y, en aplicación de lo dis­
puesto en el art. 51 de la LOTC, interesar del Juzgado
de lo Social núm. 1 de Lugo la remisión de certificación
o fotocopia adverada de las actuaciones, así como la
práctica de los correspondientes emplazamientos.

La Sección por providencia de 23 de noviembre
de 1995 acordó conceder un plazo de diez días a los
Procuradores doña María Teresa de las Alas Pumariño
y don Angel Martín Gutiérrez para acreditar la repre-
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sentación que dicen ostentar, v¡ a la Confederación Sin­
dicar Galega para que compareciera con Procurador de
Madrid. según dispone el arto 81 LOTC.

La Sección por providencia de 11 de enero de 1996
acordó tener por decaída en su derecho a personarse
a la Confederación Intersindical Galega, al no haber dado
cumplimiento al requerimiento efectuado en el anterior
proveído; tener por personados y parte en el procedi­
miento al Procurador don Angel Martín Gutiérrez, en
nombre y representación de la Federación Sindical
Estatal del Transporte, las Comunicaciones y el Mar
de CC.OO. (FETCOMAR-CC.OO.) y ala Procuradora doña
Teresa de las Alas Pumariño, en nombre y representación
de la Red Nacional de los Ferrocarriles Españoles (REN­
FE), y dar vista de las actuaciones remitidas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal, por plazo común de
veinte días, para presentar las alegaciones que estimen
pertinentes, conforme determina el art. 52.1 de la LOTC.

5. La representación de RENFE solicitó la desesti­
mación del amparo. Precisó, ante todo, que las deci­
siones impugnadas tienen su origen en un proceso elec­
toral pactado entre todos los intervinientes, pacto plas­
mado en la llamada Circular núm. 1 de elecciones sin­
dicales, que incluye el calendario electoral.

El alegato sobre la supuesta caducidad del escrito
de promoción del arbitraje. ni siquiera invocada previa­
mente de forma clara y terminante. es errónea. Tal como
razona el juzgador. difícilmente podía el reclamante ante
la Mesa promover el arbitraje antes de habérsele noti­
ficado la resolución desestimatoria de su reclamación.
De otra parte. el proceso general de elecciones y, en
concreto, el propio calendario fue consensuado y en su
virtud es obvio que no puede perjudicar al impugnante
el hecho de que anticipara su reclamación o que la Mesa
la resolviera el día 8 y se la notificara el 9. Por el contrario,
la estimación de la caducidad hubiera vulnerado el dere­
cho a la tutela judicial efectiva del Sindicato entonces
reclamante.

La emisión del laudo por dos árbitros, aunque sólo
uno de ellos asistiera a la comparecencia previa. es una
cuestión de interpretación· de la legalidad ordinaria que
no afecta a derecho fundamental alguno, ni siquiera al
de la tutela judicial, el cual únicamente puede violarlo
la actuación del Juez. Es incierto además que en los
procesos judiciales no pueda fallar Juez distinto del inter­
viniente en las actuaciones.

La pretendida vulneración del derecho de libertad sin­
dical depende de si la actuación del recurrente, o la
de los miembros que incluyó en su lista, se acomodó
a la ley. La respuesta ha de ser negativa porque no puede
aplicarse el inciso tercero del art. 71.2, a). del E.T. igno­
rando lo prescrito en su anterior inciso. La intención del
legislador es que la lista es válida cuando la renuncia
de cualquier candidato o la disminución del número de
sus integrantes sin exceder del 60 por 100 de los puestos
a cubrir. se produzca antes de la votación. pero natu­
ralmente en el período que media entre la proclamación
correcta de la lista (y sólo es correcta si contiene tantos
nombres como puestos) y la votación. No así en el caso
de autos en que la lista en el momento de su procla­
mación era ilegal, pues noeumplía el requisito funda­
mental de igualdad al menos entre aspirantes o can­
didatos y puestos.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional interesó
el otorgamiento del amparo y que se anulara el laudo
arbitral. la Sentencia impugnada y el proceso electoral
hasta el momento anterior a la declaración de nulidad
de la candidatura del Sindicato recurrente. Tras exponer
los antecedentes y fundamentación jurídica de la deman­
da. señala. en cuanto a la caducidad invocada por el
actor, que no es posible sostener ninguna clase de arbi-
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trariedad o error en la decisión adoptada tanto en vía
arbitral como judicial, ya que dado lo prescrito en
los arts. 76.5 del E.l. y 38.1 del Real Decreto 1.844/1994,
es obvio que si se tuvo por notificada la resolución de
la Mesa el día 9 de febrero de 1995 y el día 12 es
domingo, la presentación de la impugnación el día 13
lo fue en el último día de plazo. El razonamiento del
Juez sobre el dies a qua tampoco ofrece falta de fun­
damento o rigidez alguna: Si la resolución de la Mesa
se dictó el día 8 de febrero de 1995 y su Presidente
declaró en juicio que ese día no encontraron al repre­
sentante de CC.OO., deducir de esas manifestaciones
que CC.OO. no tuvo conocimiento de la resolución hasta
el día 9 o sucesivos, pero no antes, es no sólo razonable
sino necesario para evitar cualquier clase de indefensión
al Sindicato impugnante. .

En la comparecencia ante el árbitro no se practicó
prueba alguna que de visu hubiera sido relevante para
el enjuiciamiento de la cuestión, sino que las partes se
limitaron a aportar documentos. En consecuencia, el
defecto formal de la incomparecencia de uno de los
árbitros realmente no ha causado indefensión y, por tan­
to, no es posible apreciar la doble lesión del arto 24.1
C.E. que se denuncia.

El fondo del recurso gira en torno a la violación
del derecho de libertad sindical. Después de invocar los
arts. 71.2, a), del E.T. y 8.3 delReal Decreto 1.844/1994
y las SSTC 185/1992 y 272/1993, destaca que la inter­
pretación de los árbitros y del Juzgado añade un obs­
táculo innecesario a la normativa legal y hasta rompe
con la finalidad que la propia norma parece perseguir.
El precepto quiere que si antes de la fecha dela votación
se produce alguna renuncia, ésta no dé lugar a la nulidad
de la candidatura siempre y cuando cuente con un núme­
ro suficiente de participantes -el 60· por 100- para
poder defender los derechos del Sindicato. Limitar la
norma exigiendo que sólo sea aplicable cuando la renun­
cia se produzca después del plazo de presentación de
las candidaturas y antes de la fecha de la votación, es
añadir algo que la ley no exige y produce el efecto,
además, de invalidar las candidaturas, aunque reúnan
el porcentaje de integrantes legalmente establecido, si
sobreviene alguna renuncia en el último momento del
plazo de presentación. Donde la ley no distingue no se
debió distinguir, máxime cuando esa interpretación ha
sido la menos favorable a la efectividad del derecho a
la libertad sindical.

7. Ni la representación del recurrente ni la de FET­
COMAR-CC.OO. formularon alegaciones.

8. Por providencia de 23 de enero de 1997 se seña­
ló para deliberación y fallo el día 27 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige contra la Sen­
tencia del Juzgado de lo Social núm. 1 de Lugo,
de 24 de marzo de 1995, que confirmó íntegramente
el laudo arbitral impugnado y, por tanto, la nulidad de
la candidatura presentada por el Sindicato ahora
recurrente en las elecciones a órganos de representación
unitaria de los trabajadores.

Se alega la vulneración de los arts. 24.1 y 28.1 de
la Constitución. En cuanto al primero denuncia un doble
agravio: No apreció la extemporaneidad de la solicitud
de CC.OO. promoviendo la iniciación del procedimiento
arbitral y el laudo arbitral se dictó por dos árbitros, uno
de los cuales no participó en la preceptiva compare­
cencia previa. Respecto de la libertad sindical argumenta
que el órgano judicial ha ignorado que la renuncia de
candidatos no determina la nulidad de la candidatura

si se mantiene un mínimo del 60 por 100 de los puestos
a cubrir.

2. La infracción de los derechos constitucionales
susceptibles del recurso de amparo requiere, por exi­
gencia del art. 53.2 de la propia Constitución que tiene
su adecuado reflejo en los arts. 43.1 y 44.1, b), de nues­
tra Ley Orgánica, que su protección se dispense en pri­
mer lugar por los órganos judiciales y que, por tanto,
en el proceso previo a este recurso hayan podido ser
reparados y, en su defecto, puedan serlo por este Tri­
bunal. De los derechos invocados por el Sindicato
recurrente tiene ciertamente rango de derecho funda­
mental la libertad sindical que consagra el art. 28 C.E.
y que, como hemos visto, es uno de los preceptos cons­
titucionales cuya infracción se denuncia. El otro, el rela­
tivo a la tutela judicial efectiva sin indefensión que, por
vulneración del art. 24.1 C.E. también se alega, sólo
podría ser revisado por este Tribunal si la infracción de
dicho precepto fuera imputable de modo inmediato y
directo a un acto u omisión producido en el proceso
judicial en el cual han de observarse y son exigibles
las garantías previstas en el arto 24 C.E. Trasladar estas
garantías con el mismo rango de derecho fundamental
al procedimiento arbitral para basar en determinadas
irregularidades o vicisitudes ocurridas durante su trami­
tación la nulidad del laudo de 20 de febrero de 1995,
es algo que, en principio, resulta extraño a esta juris­
dicción ya que como recuerda la reciente STC 176/1996
.con cita de una reiterada jurisprudencia. «... este Tribunal
carece de jurisdicción para enjuiciar el laudo arbitral en
si mismo considerado, por cuanto, como acto no referible
a ningún tipo de poder rúblico (art. 41.2 LOTC). resulta
extraño al ámbito y función del proceso constitucional
de amparo».

De acuerdo con dicha doctrina no puede en este caso
revisar este Tribunal si fue o no extemporánea la recla­
mación arbitral que contra la decisión de la Mesa Elec­
toral planteó CC.OO., ni las consecuencias para la validez
del laudo de la ausencia de uno de los árbitros en la
comparecencia previa a su pronunciamiento. Son cues­
tiones que, como ha quedado expuesto en los antece­
dentes de esta Sentencia, han sido resueltas por el Juz­
gado de lo Social núm. 1 de Lugo de forma razonable
y motivada y que, por tanto, satisface la tutela judicial
efectiva que, como tantas veces ha declarado este Tri­
bunal, no garantiza el acierto de las decisiones judiciales
por no ser el recurso de amparo una nueva instancia
jurisdiccional.

3. Queda, pues, reducido el problema de fondo
denunciado en este recurso de amparo, como señala
el Ministerio Fiscal en sus alegaciones -favorables a
su otorgamiento-, a la violación del derecho a la libertad
sindical consagrado en el art. 28 C.E.

Se plantea de nuevo el engarce de las elecciones
a delegados de personal y miembros del Comité de
Empresa con el derecho de libertad sindical. sobre el
que ya existe una doctrina consolidada de este Tribunal.
Los Sindicatos, junto a los medios de acción que con­
figuran el núcleo mínimo e indisponible de la libertad
sindical por contribuir de forma primordial al desenvol­
vimiento de las funciones que constitucionalmente les
corresponden (art. 7 de la C.E.), pueden ostentar otras
facultades o derechos adicionales atribuidos por normas
legales o reglamentarias que pasan a engrosar el con­
tenido del derecho, siendo, por tanto, los actos contrarios
a tales facultades susceptibles de impugnación a través
del recurso de amparo por incidir en el contenido de
ese derecho (SSTC 39/1986 y 184/1987, entre otras).

Una de estas facultades o derechos es la presentación
de candidaturas por los Sindicatos para la elección de
Comités de Empresa y delegados de personal. Ello no
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significa, sin embargo, la inclusión en el ámbito del dere­
cho de libertad sindical de las normas electorales en
su conjunto o de todos los actos relacionados' con el
proceso electoral; por el contrario, la violación del dere­
cho fundamental se dará cuando se impida u obstaculice
al Sindicato o a sus miembros participar en el proceso
electoral por causas que no obedezcan a razones aten­
dibles de protección de derechos o intereses constitu­
cionales que la norma legal o reglamentaria hayan toma­
do en consideración al establecer la regulación del pro­
ceso electoral. Este derecho de configuración legal.
ha de ejercerse en los términos legalmente previstos
[arto 2.2, d), de la L.O.L.S.]. V no corresponde a este
Tribunal determinar cuál es la interpretación más correc­
ta de tal cuerpo normativo (STC 61/1989), ni resultaría
constitucionalmente obligado que estando en juego una
garantía legal del derecho fundamental se incline a priori
por la interpretación aparentemente más beneficiosa
para el titular de aquél, sino que basta con constatar
si la interpretación llevada a cabo salvaguarda o no sufi­
cientemente eltontenido del derecho fundamental.

4. Una de las cuestiones más controvertidas en la
regulación anterior fue la relativa a las candidaturas que
devenían incompletas, debido a la falta de adecuación
entre las previsiones del Estatuto de los Trabajado­
res (E.T.) V la normativa reglamentaria. EL arto 71.2, a),
del E.T. exigía que las candidaturas contuviesen como
mínimo tantos nombres como puestos a cubrir; encam­
bio, el arto 7.3 del Real Oecreto 1.311/1986 consideraba
que la renuncia de cualquier candidato antes de la vota­
ción no implicaba la anulación de la candidatura, aunque
quedase incompleta. Este Tribunal, como es sabido, en
las SSTC 51/1988 V 185/1992, además. de decantarse
por razones de jerarquía normativa en favor de la apli­
cación del precepto con rango de lev, entendió que la
nece Jad de listas completas «responde a la finalidad
válida de exigir una presencia activa mínima en el ámbito
de la elección. donde habrá de contarse con un número
mínimo de afiliados o simpati~antes dispuestos a la acti­
vidad representativa para la que el Sindicato o sus miem­
bros pueden ser llamados y a la que deben atender si
son elegidos, supuesto en que el carácter incompleto
de las listas podría llevar a que el órgano representativo
empezara a funcionar sin el número mínimo, ~egal v'pre­
sumiblemente adecuado a la finalidad de defensa colec­
tiva que el órgano debe servir. con merma de su eficacia
V en perjuicio, pues, de la colectividad a que debe repre­
sentar (piénsese en el supuesto de ser la única can­
didatura votada o única con el mínimo de votos para
participar en la atribución de puestos)),

Pues bien, según la normativa vigente, las listas debe­
rán contener, como mínimo. tantos nombres como pue:>­
tos a cubrir. No obstante, la renuncia de cualquier can­
didato presentado en alguna de las listas para las elec­
ciones antes de la fecha de la votación no implicará
la suspensión del proceso electoral. ni la anulación de
dicha candidatura aun cuando sea incompleta, siempre
V cuando la lista afectada permanezca con un número
de candidatos, al menos, del 60 por 100 de los puestos
a cubrir [arts. 71.2, a), del E.T. V 8.3 del Real Decre­
to 1.844/1994]. Las renuncias de candidatos antes de
la votaci9n ño alteran, pues, el desarrollo del proceso
electoral ni invalidan la respectiva candidatura, si ésta
conserva el porcentaje mínirro de puestos a cubrir legal­
mente previsto. Desaparece así el problema del exceso
ultra vires de la anterior norm.:l reglamentaria.

En 'la medida en que subsiste la obligación de pre­
sentar listas completas, no es irrazonable la distinción
que introduce el órgano judicial al iriterpretar que la nor­
ma se refiere a la renuncia producida en el lapso com­
prendido entre la proclamación de la candidatura y la
votación, Desde esta perspectiva al decretar la nulidad

se olvida, sin embargo, que la proclamación de las can­
didaturas se hará en los dos días laborales después de
concluido el plazo de presentación (art. 74.~, párrafo
tercero, del E.T.) V que la Mesa, hasta la proclamación
definitiva de los candidatos, podrá requerir la subsana­
ción de los defectos observados (art. 8.1 del referido
Real Decreto). Por tanto, ante la renuncia formalizada
precisamente el día que concluyó el plazo de presen­
tación de la candidatura -elato ignorado por el Sindicato
recurrente-, la Mesa pudo r,equerir que se completase
sin daño alguno para la regularidad del proceso electoral
en el perentorio término establecido al efecto (nótese
que según el calendario electoral hasta el 10 ,de febrero
no tuvo lugar la proclamación definitiva de las candi­
daturas). Y si bien en este caso la Mesa no invalidó
la candidatura, tanto los árbitros que anularon el Acuerdo
de la Mesa como el órgano judicial que confirmv el
Acuerdo anulatorio, antes de hacerlo V aun admitiendo
la interpretación que del arto 71.2, al, del. E.T. hace la
Sentencia impugnada -reproducido en el anteceden­
te 2, c)- V teniendo en cuenta que como en él se dice
la candidatura anulada contenía el porcentaje mínimo
previsto en dicho precepto, debieron apreciar que no
se había dado al Sindicato recurrente la oportunidad,
que tenía en todo caso de subsanar el defecto. Esta
es la solución que resulta adecuada a la justificación
finalista del precepto (STC 272/1993) V que responde
a lo que declaramos en la STC 185/1992, en cuyo fun­
damento jurídico segundo se dice: «... la lista puede deve­
nir incompleta, por incompatibilidad o renuncia de algu­
no de los incluidos, después de formulada pero tal defec­
to ha de ser subsanado antes de ser proclamada». Y
en recursos de amparo electoral sobre proclamación de
candidatos (art. 49 de la L.O.R.E.G.), este Tribunal tam­
bién ha declarado en general el carácter subsanable de
las irregularidades V errores en la presentación de can­
didaturas y. en concreto. en el supuesto de presentación
de listas incompletas (STC 113/1991).

En definitiva, a la vista de las circunstancias con­
currentes es claro que el derecho fundamental ha sido
lesionado merced a una interpretación restrictiva V rígi­
damente formalista del art.71.2, a), E.T. que no se jus­
tifica por la necesidad de salvaguardar otros derechos
o intereses dignos de protección.

5. Las consideraciones que anteceden necesaria­
mente conducen a la estimación del amparo V úni­
camente resta precisar que, para restablecer al
recurrente en la integridad de su derecho de libertad
sindical [arto 55.1, c), de la LOTC]. debe anularse la
Sentencia impugnada, el laudo arbitral y el proceso
electoral a fin de permitir que el Sindicato demandante
pueda subsanar el de·fecto sobrevenido en su can­
didatura.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal. Cons­
titucionaL POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por el Sin­
dicato Federal de Ferroviarios de la Confederación Gene­
ral del Trabajo V, en consecuencia,

1;° Declarar que se ha vulnerado al Sindicato
recurrente el derecho de libertad sindical.

2.° Restabl.ecerle en su derecho, para lo cual se
declara la nulidad de la Sentencia del Juzgado de lo
Social núm. 1 de Lugo de 24 de marzo de 1995, recaída
en autos núm. 138/1995. del previo laudo arbitral



12 Miércoles 26 febrero 1997 BOE núm. 49. Suplemento

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruíz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados. ha
pronunciado

bordo de la embarcación "Volador 11», matrícula
3.° VI-2-2269, al sureste de Punta Galera, el día 8 de
mayo de 1991, a las veinte horas treinta y cinco minutos.

8) Desde su primera íntervención en el expediente
administrativo sancionador. en el acto de la vista que
se celebró el 7 de junio de 1991, en la sede de la Con­
sejería de Pesca en Vigo, don Raúl Lameiro negó los
hechos que se le imputaban. Alegó en su descargo que
en esa fecha la embarcación "Volador lb> estaba varada
para su reparación y pintado en la rampa del puerto
de Combarro (Pontevedra), y que ni él ni su tripulación
salieron a faenar en el período que va desde el día 2
hasta el 17. ambos inclusive, del mes de mayo de 1991,
así como que la embarcación es absolutamente ina­
dec.uada para faenar .al arrastre. En apoyo de sus
aseveraciones aportó documentos que obran unidos al
expediente, tales como: facturas de las empresas que
realizaron trabajos en el buque y recibo del Grupo de
Puertos de Pontevedra. puerto de Combarro, donde estu­
vo varada la embarcación. Frente a ello. la Administración
esgrimió la denuncia de los agentes del Servicio de

.Vigilancia.

C) A presencia de su superior jerárquico, los agentes
se ratificaron en el contenido de la denuncia. no prac­
ticándose las diligencias de prueba que aconsejaba el
descargo articulado por el presunto infractor.

D) En fecha 13 de marzo de 1992 recayó Reso­
lución del Consejero de Pesca, Acuicultura y Marisqueo,
por la que seimponían a don Raúl Lameiro sendas san­
ciones de multa de 1.100.002 pesetas. como autor de
dos infracciones contempladas respectivamente en el
art. 7, párrafo 4.°. y arto 6. párrafo 1°, de la Ley 6/1991,
de 28 de mayo. de infracciones en materia de pro~ección

de recursos marítimo-pesqueros. calificadas respectiva­
mente como de muy grave y grave. Contra dicha Reso­
lución interpuso don Raúl Lameiro recurso de reposición
previo al contencioso-ad~nistrativo.

E) En el escrito del recurso. de nuevo reiteraba el
recurrente que el día de autos, a las veinte horas treinta·
y cinco minutos. la embarcación "Volador 11., se hallaba
varada para su reparación y pintado en la rampa (dique
seco) del puerto de Combarro (Pontevedra). hecho que
podía ser corroborado por las entidades emisoras de
los documentos aportados en el acto de la vista. Advertía.
asimismo, de lo irregular de la actuación de los agentes
y de lo inverosímil de su relato.

F) El recurso de reposición fue desestimado por
Resolución del Consejero de Pesca de fecha 14 de octu­
bre de 1992, que confirmó la resolución recurrida.

G) Contra ambas resoluciones administrativas for­
muló el solicitante recurso contencioso-administrativo
ante el Tribunal Superior de Justicia de Galicia. intere­
sando se declarase la nulidad de los actos administrac

tivos impugnados. En la demanda rectora. como en el
precedente expediente administrativo, se negaban rotun­
damente los hechos imputados.

H) Formulada la demanda iniciadora del procedimien­
to contencioso-administrativo, y tras la contestación del
Letrado de la Junta de Galicia. sin que éste solicitase
el recibimiento del pleito a prueba, la Sala, por Auto
de fecha 18 de junio de 1993. acordó no haber lugar
al recibimiento a prueba por no considerarse trascen­
dental por ahora para la decisión del presente litigio.

1) Contra dicho Auto se formuló recurso de súplica.
Por Auto de fecha 7 de septiembre de 1993. la Sala
desestimó dicho recurso, confirmando la denegación del
recibimiento a prueba.

Sala Primera. Sentencia 14/1997, de 28
de enero de 1997. Recurso de amparo
174/1995. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Galicia. Vulneración del derecho a utilizar los
medios de prueba pertinentes: valor proba­
torio de las actas de infracción.

4077

dictado el 20 de febrero de 1995 en expediente
núm. 7/1995 Y del correspondiente proceso electoral
a fin de que el recurrente pueda. subsanando el defecto
sobrevenido en su candidatura. participar en el mismo.

Publíquese esta Sentencía en el "Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintisiete de enero de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.,.-Tomás S. Vives Antón.-Firmadosy
rubricados.

En el recurso de amparo núm. 174/95, promovido
por don Raúl Ricardo Lameiro Antón, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña María Luisa Noya
Otero y asistido por el Letrado don Antonio Cascante
Burgos, contra la Sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia de 1 de diciembre de 1994. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal. y la Junta de Galicia. representada por
el Procurador de los Tribunales don Argimiro Vázquez
Guillén. asistida de la Letrada doña María del Carmen
80uso Montero. Ha sido Ponente el Magistrado don Enri­
que Ruiz Vadillo. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de
enero de 1995. representado y asistido en legal forma
de Procurador y Abogado respectivamente. don Raúl
Ricardo Lameiro Antón interpone recurso de amparo con­
tra la Sentencia dictada por la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia. el día 1 de diciembre de 1994. en el recurso
contencioso-administrativo núm. 5.10 1/92.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos, los siguientes:

A) En fecha 23 de mayo de 1991, por la Consejería
de Pesca, Acuicultura y Marisqueo de la Junta de Galicia.
Delegación de Vigo, se acordó incoar expediente san­
cionador contra el' ahora recurrente. con base en una
denuncia cursada por agentes del Servicio de Vigilancia
de dicha Consejería -expediente núm. PO-317/91-. Se
le imputaba la comisión de dos infracciones adminis­
trativas, consistentes en entorpecer la labor de vigilancia
y realizar faenas de arrastre en zona no autorizada a


